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ficarse de arbitraria o irracional. puesto que, de un lado, la
interposición del recurso «verbalmente en el mismo acto de
la notificación» sólo puede hacerse, como es obvio, ante el
funcionario del Centro Penitenciario que realice la notifica­
ción del Acuerdo sanciondor, nunca ante el Juez de Vigi­
lancia. De otro lado, además, la presentación del recurso
direc1amente ante el Juez sólo la prevé el Reglamento en
el supuesto de que el interno haya optado por Formular el
recurso por escrito (art. 132.1). En consecuencia. pues. hay
que concluir que, en el presente caso, no se aprecia irre­
gularidad procesal en la tramitación del recurso ante el Juez
de Vigilancia. por lo que, en principio, la queja del recurrente
carece de fundamento.

En segundo término, aunque el recurrente se limitó a
manifestar, al tiempo de notificársele el Acuerdo sanciondor,
que recurría la sanción impuesta pero sin hacer alegación
alguna al respecto, tampoco es posíble considerar que, deb~
do a su error, haya sufrido índefensión 'con relevancia cons­
titucional. En efecto, basta la lectura del Auto de 23 de mayo
de 1989 del Juzgado de Vigilancia para comprobar, como
razona el Ministerio Fiscal. que el recurrente, al interponer
el recurso de reforma ante el Juez de Vigilancia, formuló las
alegaciones que estimó pertinentes en relación a la sanción
que le había sido impuesta y recibió puntual respuesta por
parte del Juez de Vigilancia, quien confirmó, razonada y
motivadamente. la sanción recurrida. Por ello, no ha existido
indefensión alguna para el hoy recurrente.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu­
cional. POR LA AUTORIDAD QUE lE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo soliciado por don José Ramón
Torres Pérez.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a diecinueve de noviembre. de mil
novecientos noventa y dqs.-Miguel RodrFguez-Piñero y
Bravo Ferrer.-Fernando García Mon y González-Regue­
·ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.

28336 Sala Primera. Sentencia 200/1992, de 19 de
noviembre de 1992. Recurso de amparo
1.257/1989. Contra Sentencia del Tribunal
Central de Trabajo. dictada en suplicación en
autos sobre pensión de invalidez. Vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva: incon­
gruencia ultra petita. .

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrél, Pres~
dente; don Fernando García-Mon y González.flegueral.
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno Sen­
dra, don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro Cruz
Villalón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENtENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.257/1989, promo­
vido por don Victor Bolívar Camarero. representado por

la Procurad0ra de los Tribunales doña Josefa Motos Gui­
rao, y asistido por el Letrado don Fernando Sena Hemán­
dez, contra la Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal
Central de Trabajo (T.C.T.) de 26 de abril de 1989. Han
comparecido el Ministerio Fiscal y el Procurador de los Tri­
bunales don Luis Fernando Alvarez Wiese, en nombre y
representación del Instituto Nacional de la Seguridad
Social (INSS), bajo dirección de Letrado. Ha sido Ponente
el Magistrado don Fernando García-Mon y González.fle­
gueral. quien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Por escrito que tuvo entrada en este Tribunal el
día 30 de junio de 1989, la Procuradora doña Josefa
Motos Guirao interpone recurso de amparo en represen­
tación de don Víctor Bolívar Camarero, frente a la Senten­
cia del Tribunal Central de Trabajo, de 26 de abril de 1989,
dictada en aplicación en autos sobre pensión de invalidez.

De lo alegado en el recurso de amparo y de los docu­
mentos con él presentados resultan, en síntesis. los
siguientes hechos con relevancia para la decisión de este
recurso de amparo:

al El demandante de amparo fue declarado afecto de
una invalidez permanente total para su profesión habitual
por Resolución de la Dirección Provincial de Granada del
INSS. de 10 de julio de 1987. con derecho a pensión cuya
base reguladora se establecía en 49.280 pts.

b) Contra esa Resolución interpuso reclamación
administrativa previa el 31 de agosto de 1987. que fue
desestimada. y posterior demanda ante la Magistratura de
Trabajo el 23 de octubre de 1987, pretendiendo, de un
lado, la rectificación de la base reguladora de la pensión,
entendiendo que aquélla debía ser de 52.698 pts.. y, de
otro, la modificación del grado de invalidez, al entender
que el grado de invalidez apropiado al caso era el de inva­
lidez permanente absoluta.

cl Ambas pretensiones son aceptadas por la Magis­
tratura de Trabajo núm. 4 de Granada. en su Sentencia
de 18 de abril de 1,988 declarando expresamente. en su
hecho probado 8.°, que la base reguladora había de ser'
52.698 pts.. ya que la empresa no había cotizado por la
base reglamentaria durante algunos meses; razó.n por la
que se advierte que el INSS podrá repetir contra aquélla.
reclamándole la cotización de la base reguladora correcta.
Respecto el grado de invalidez, se entiende, de acuerdo
con la pretensión del actor, que la que corresponda al nivel
de incapacidad de aquél es el de invalidez permanente
absoluta.

d) Aceptando expresamente los h'echos declarados
probados por la anterior Sentencia, el INSS interpuso
recurso de suplicación contra la misma. exclusivamente
por entender que las lesiones que padecía el trabajador
no le impedían realizar cualquier tipo de trabajo, como por
ejemplo actividades sedentarias que no le exigieran
esfuerzos importantes. El recurso fue impugnado por el
ahora recurrente en amparo, centrándose la impugnación
en combatir lo aducido en torno a las lesiones, defendien­
do el criterio sentado por el Juez de iFlstancia.

e) El recurso fue estimado por Sentencia de la Sala
Tercera del T.C.T. de fecha 26 de abril de 1989, que decla­
ró que <das secuelas que aquejan al interesado han sido
correctamente calificadas en la vía administrativa». Al mis­
mo tiempo. se declaró «firme lo resuelto en vía adminis­
trativa», dejando «sin efecto la Sentencia combatida».

2. Contra esta última Sentencia del T.C.T. se interpo­
ne recurso de amparo, por presuntavulneración del art. 24'
de la Constitución.

Se aduce por el recurrente, en síntesis. que al haber
dejado el TC.T. sin efecto la Sentencia de instancia en su
totalidad, y habiéndose declarado firme lo resuelto en vía
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administrativa, ello tiene por consecuencia no solamente
contradecir el mayor grado de invalidez declarado por la
Magistratura de Trabajo y que, en efecto, fue combatido
por el INSS en su recurso, sino también dejar sin efecto
la base reguladora aprohada por el Magistrado de instan­
cia que, ni fue recurrida ni fue discutida en modo alguno
en el recurso de suplicación, y sobre la cual no se hacia
ningún razonamiento en la Sentencia dictada por el TC.T.

Entiende el recurrente que el Tribunal Central. al pro­
nunciarse sobre un extremo que no le fue sometido a deba­
te y sobre el que no cabía que se pronunciara de oficio,
al no ser cuestión de orden público, produjo una «desvia­
ción injustificada de la cuestión ante él debatida, excedién­
dose de su competencia», perjudicando así al ahora
recurrente al que se produjo indefensión. Concluye por
tanto que el doble factor de que nadie haya solicitado la
modificación de la base reguladora aprobada en la instan­
cia, y de que, en consecuencia, no se haya dado posibilidad
al recurrido de pronunciarse sobre ese extremo, atentan
contra el art. 24 C.E.

También discute el recurrente lo declarado por el T.C.T.
en relación al grado de invalidez, alegando sobre el par­
ticular que el TC.T. ha modificado el grado reconocido por
la Sentencia de instancia sin motivación y, sobre todo,
apartándose sin razonarlo del criterio que al respecto venía
sustentando, utilizando una ..fórmula o modelo» de Sen­
tencia. Además, sostiene que el Magistrado de Trabajo
declaró otra invalidez por un cuadro físico que no era exae­
lamente el mismo de la vía administrativa y que tampoco
fue impugnado por ellNSS en su recurso.

3. Por providencia de fecha 2 de octubre de 1989,
la Sección acordó admitir a trámite el recurso y requerir
al Tribunal Superior de Justicia, antigua Sala Tercera del
Tribunal Central de Trabajo, y Juzgado de lo Social núm. 4
de Granada para que remitiesen, respectivamente, testi­
monio del recurso de suplicación núm. 7.734/88, y autos
núm. 3.124/87, y para que se emplazase a los que habían
sido parte en el proceso para que pudieran comparecer
en este proceso constitucional.

4. En virtud de dicho emplazamiento compareció el
Instituto Nacional de la Seguridad Social.

5. Por providencia de 15 de enero de 1990 se tuvie­
ron por recibidas las actuaciones reclamadas y por per­
sonado y parte al Instituto Nacional de la Seguridad Social.
y se acordó conceder al Ministerio Fiscal y a las partes per­
sonadas un plazo común de veinte días para que puedieran
presentar las alegaciones que a su derecho convinieran.

6. Mediante escrito presentado el 25 de enero de
1990, el Ministerio Fiscal interesa que se estime el recurso
de amparo, pues entiende que. no habiéndose discutido
en el recurso de suplicación la cuantía de la base regu­
ladora, e incluso habiendo aceptado el TCT. los hechos
probados de la Sentencia de instancia -que fijada la base
reguladora en 52.698 pts.- el Tribunal ha alterado el deba­
te procesal. decidiendo algo sobre lo que no había solicitud
de revisión y sobre lo que no podía pronunciarse de oficio.
Aduce igualmente que el T.C.T. debiófundamentarsu deci­
sión, en definitiva aclarar en qué medida las dolencias
recurridas por el recurrente influían o no en la capacidad
para la profesión habitual pero no para toda profesión. A
su juicio, el T.C.T. modificó los hechos probados de la Sen­
tencia de la Magistratura de Trabajo volviendo a declarar
que las secuelas son las manifestadas en el expediente
administrativo y no las que constan en los hechos proba­
dos, cuya dicción no coincide exactamente. Concluye el
Ministerio Fiscal razonando que, según la jurisprudencia
de este Tribunal. se ha de comprender a la incongruencia
co,!,o llna de las posibles causas de indefensión, qlJe aten­
tana por tanto contra el art. 24 C.E., y que el supuesto deba­
tido en este recurso de amparo debe considerarse subsu­
mible en tal doctrina, al haber incurrido el TC.T en una
incongfllencia extra petita. Por el contrario, entiende que

las alegaciones de la recurrente en torno al cambio ope­
rado por la Sentencia del T.C.T en la calificación jurídica
de la invalidez carece de relevancia constitucional. toda
vez que lo que en realidad hace el mencionado Tribunal
es, sencillamente, aplicar el grado de invalidez que entien­
de más adecuado a las características de la enfermedad
y secuelas incapacitantes que se declaran probadas en la
Sentencia de la Magistratura de Trabajo, citando para ello
doctrina de este Tribunal.

7. Mediante escrito presentado el 30 de enero de
1990, el Instituto Nacional de Seguridad Social razona
que, en efecto, sólo fue recurrido el grado de invalidez, y
no la base reguladora, por lo que el TC.T. debería haberse
referido a ese extremo.exclusivamente, sin afectar a la
base reguladora, pero aduce qúe el ahora recurrente podía
haber solicitado la aclaración de la Sentencia, para evitar
su indefensión. No obstante,entiende que la Sentencia del
T.C.T. ha sido incongruente, y que ha causado indefensión
al recurrente, de acuerdo con la doctrina que cita al res­
pecto de este Tribunal. suplicando que se dicte .da reso·
lución que en Derecho proceda».

8. Por escrito presentado el 7 de febrero de 1990,
el recurrente presentó sus alegaciones que, en síntesis,
reproducen los argumentos ya expuestos en el recurso.

9. Por providencia de 12 de noviembre de 1992, se
señaló para deliberación y vot¡lción de esta Sentencia el
día 16 siguiente.

11. Fundamentos jurídicos

1. Son dos los problemas planteados en el presente
recurso de amparo con base en el arto 24.1 de la Cons­
titución. El primero, por incongruencia causante de inde­
fensión, versa sobre la base reguladora de la pensión de
invalidez declarada en favor del demandante en el proce­
dimiento laboral. hoy recurrente en amparo; y el segundo.
concerniente al grado de invalidez que padece, imputa a
la Sentencia falta de motivación suficiente para rebajar la
incapacidad declarada en la instancia.

2. Respecto del primero se alega en el recurso de
amparo que en la resolución administrativa previa al pro­
ceso judicial. seguido ante la Magistratura de Trabajo
núm. 4 de Granada, se había fijado como base reguladora
la cantidad de 49.280 pts. mensuales y que, impugnado
este extremo ante la Magistratura, la Sentencia por ella
dictada rectificó dicha base reguladora, estableciendo la
cantidad de 52.698 pts. que era la solicitada por el
recurrente. Este extremo, se alega en la demanda de ampa­
ro, quedó firme al no haber sido impugnado por el INSS
en el recurso de suplicación que este organismo interpuso
ante el Tribunal Central de Trabajo (en adelante, T.C.T),
no obstante lo cual en el fallo de la Sentencia de supli­
cación, al decirse expresamente que, revocando la de ins­
tancia, «queda firme lo resuelto en vía administrativa» se
resuelve un tema no planteado por ninguna de las partes
-€l concerniente a la base reguladora- en el sentido de
que dicha base volvía a ser la fijada por la resolución admi­
nistrativa. Pronunciamiento que perjudica al recurrente sin
base alguna para ello y que le ha producido la indefensión
alegada, prohibida por el art. 24.1 de la Constitución, toda
vez que sobre ese extremo no se produjo contradicción
en el recurso de suplicación y no pudo, en consecuencia,
la parte recurrida hacer alegación alguna al respecto.

Se alega, pues, incongruencia ultra petita respecto de
la base reguladora de la pensión otorgada al recurrente
en la que ha incidido la Sentencia recurrida en amparo.
A esta petición se adhiere el Ministerio Fiscal en sus ale­
gaciones y, en relación con los hechos en que se basa,
también ellNSS, que ha comparecido como parte recurri­
da en este proceso, los admite expresamente.

Es, pues, claro por resultar de las actuaciones judiciales
y por estar conformes en ello todas las partes comparecidas
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en este proceso constitucional. que el T.C.T. se pronunció
en el recurso de suplicación sobre algo que no habla sido
planteado en el mismo. la base reguladora de la prestación.
pese a lo cual rebaja la fijada por la Magistratura y restablece
la que se habia determinado en la resolución administrativa.
incidiendo así en la incongruencia denunciada.

'Como ha declarado reiteradamente este Tribunal
(SSTC20/1982.14/1984. 75/1988y 125/1989. entre
otras muchas). el principio de congruencia se halla intima­
mente ligado con el de contradicción y con el derecho de
defensa por lo que puede tener relevancia constitucional.
El arto 24 de la Constitucion conlleva el derecho a acceder
al proceso y a obtener en él una resolución fundada en
Derecho que se atenga. en lo esencial. a los términos del
debate y resuelva. si entra en el fondo del asunto como
aqul sucede. las pretensiones deducidas por las partes sin
alterar las misma's en términos que se modifique lo con­
sentido por ellas. Y esto es. precisamente. lo que ha ocurri­
do en el presente caso en el que. conformes ambas partes
con lo resuelto por la MagistrattJra en orden a la cuantía
de la base reguladora de la prestación. la modifica para
volver a la que se había señalado en la resolución admi­
nistrativa. bajo la fórmula utilizada en el fallo «quedando
firme lo resuelto en vía administrativa». Ha de acogerse.
por tanto. la impugnación que en este punto ha denun­
ciado el recurrente en amparo.

3. No ocurre lo mismo con la segunda infracción
denunciada. también con base en el arto 24.1 C.E.• relativa
al grado de invalidez que padece el actor. Se imputa a la
Sentencia del T.C.T. falta de motivación suficiente para
rebajar el grado de 'invalidez permanente absoluta para
todo trabajo reconocido por la Magistratura y declarar. en
cambio. el T.C.T. que la invalidez es. como se había reco­
nocido en la resolución administrativa. en grado de per­
manente total para la profesión habitual.

La simple lectura de la Sentencia.recurrida demuestra
que la queja carece de justificación. En ella. con base en
los hechos declarados probados por la Sentencia de ins­
tancia. se razona sobre las secuelas que padece el actor
enfunción de su profesión habitual y llega a la conclusión.
relacionando ambas circunstancias. que la calificación que
corresponde en este caso era la que se habia determinado
en la vla administrativa, Apreciación en la que. por tratarse
de una cuestión de legalidad ordinaria, no puede entre este
Tribunal. toda vez que. como tantas veces se ha dicho, el
,recurso de amparo no es una nueva instancia sino un reme­
dio extraordinario para garantizar los derechos constitu­
cionales susceptibles del mismo que aqul, en lo relativo
a este motivo de amparo. no se han producido.

4. El arto 55.1 de nuestra Ley Orgánica. estab,lece en
su apartado a) que la declaración de nulidad de la reso­
lución que haya impedido el pleno ejercicio de los dere­
chos protegidos. determinará la extensión de sus efectos;
y el apartado c) del mismo precepto dispone que el res­
tablecimiento del recurrente en la integridad de su dere­
cho se hará «con la adopción de las medidas apropiadas.
en su caso. para su conservación». '

En aplicación de dichas normas. procede determinar el
alcance y extensión de la nulidad parcial que declaramos
de la Sentencia del T.C.T. de 29 de abril de 1989. En su
fallo. bajo la fórmula de estimar el recurso de suplicación...»
desestimando la demanda inicial y absolviendo de la misma
a la parte demandada. quedando firme lo resuelto en vía
administrativa». se resuelven los dos problemas que hemos
enunciado en el fundamento juridico 1.°; el relativo a la base
reguladora de la pensión y el concerniente al grado de inva­
lidez que padece el actor. Al primero de dichos problemas
se refiere exclusivamente la nulidad del fallo. porque es ahí
donde se ha vulnerado el derecho a la tutela judicial efectiva
sin indefensión del demandante; mientras que al segundo
problema -grado de invalidez- no alcanza la nulidad. Por
tanto. en relación con la base reguladora de la pensión se

ha de considerar firme el fallo de la Sentencia dictada por
la Magistratura de Trabajo núm. 4 de Granada. de fecha
18 de abril de 1988. que la determina en la cuantla de
52.698 pts. mensuales. quedando restablecido asi el dere­
cho que declaramos vulnerado al recurrente.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitu­
cional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar parcialmente el recurso de amparo interpues­
to por don Víctor Bolívar Camarero Y. en consecuencia;

1.° Declarar que se ha vulnerado al recurrente su
derecho a la tutela judicial efectiva sin indefensión.

2.° Restablecer al recurrente en la integridad de su
derecho. para lo cual se declara la nulidad, parcial de la
Sentencia dictada por el Tribunal Central de Trabajo el 26
de abril de 1989. en el recurso de suplicación
núm. 7.734/88. en lo relativo a la base reguladora de la
pensión. declarando firme en este extremo la Sentencia
de la Magistratura de Trabajo núm. 4 de Granada de 18,
de abril de 1988.

3.° Desestimar el recurso en todo lo demás.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a diecinueve de noviembre de mil
novecientos noventa y dos.-Miguel Rodriguez-Piñero y
Bravo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-Garlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
fra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado,

Sala Primera. Sentencia 201/1992. de 19 de
noviembre de 1992. Recurso de amparo
1.339/1989. Contra Sentencia delJuzgado de
lo Social núm. 7 de Madrid. en procedimiento
sobre sanción por comisión de faltas graves.
Vulneración del derecho a la tutelajudicial efec­
tiva: apreciación indebida de excepción de
caducidad.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Presi­
dente; don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno Sen­
dra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro Cruz
Villa Ión. Magistrados. ha pronunciado,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.339/89. interpuesto
por doña Josefa García V,lIalón. representada por el Pro­
curador don José SánchezJáuregui y asistida de la Letrada
doña María del Mar Alfonso Sánchez-Sici!ia contra Sen­
tencia del Juzgado de lo Social núm. 7 de Madrid de 25
de abril de 1989. Ha sido parte la Red Nacional de Ferro­
carriles Españoles (RENFE) representada por el Procdrador
don Rafael Rodríguez Montaut y asistida del Letrado
Sr. Diaz Guerra. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Fue

'ponente el ~~ag!e!radc den Pcdrc Cruz Ví!!a;ón. quien
expresa el parecer de !á Sala,


